
 

 

Itagüí, 01 de octubre de 2022 

 

Doctor 

JORGE MEJIA MARTINEZ 

Coordinador delegación del Gobierno para espacio de Dialogo  

Asunto: Concepto sobre borrador de proyecto de decreto reglamentario  

 

Concepto sobre borrador de Proyecto de Decreto Reglamentario   

“Por el cual se modifica el Título 6 de la Parte 1 del Libro 2 del Decreto 6 Único Reglamentario del Sector 

Presidencia de la República y se desarrolla la Política de Paz  

Total”.  

  

Normas a reglamentar: Artículos 6, 8, 8A de la Ley 418 de 1997, 2 de la Ley 2272 de 2022, y 61 de la Ley 975 de 

2005, en concordancia con el artículo 54 de la Ley 489 de 1998.  

  

Normas a modificar: Decreto Único Reglamentario 1081 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto 

Reglamentario Único del Sector Presidencia de la República”. En su Libro 2. Régimen Reglamentario Del Sector De 

La Presidencia De La República. Parte 1. Disposiciones Reglamentarias Generales. Título 6. Medidas para facilitar el 

diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados organizados al margen de la ley para su desmovilización, 

reconciliación entre los colombianos y la convivencia pacífica.  

Entidad que expediría el proyecto de norma. Presidencia de la República  

Introducción.  

El presente concepto rinde un informe sobre el análisis y la formulación de recomendaciones de modificaciones al 

proyecto normativo “Por el cual se modifica el Título 6 de la Parte 1 del Libro 2 del Decreto 6 Único Reglamentario 

del Sector Presidencia de la República y se desarrolla la Política de Paz Total”.   

En suma, la conclusión del presente informe es que dicho proyecto no genera un escenario proclive al desarrollo de 

los actuales procesos de acercamiento y Diálogo con Estructuras Armadas Organizadas de Crimen de Alto Impacto. 

Pues su contenido no integra todo el marco jurídico que refiere a las competencias del Ejecutivo en la búsqueda de 

la paz, sino que hace un tímido desarrollo, del nuevo marco legal para el desarrollo de la negociación y el 

sometimiento de actores armados a partir de la expedición de la Ley 2272 de 2022.   

A dicho conclusión se arriba luego de hacer un breve contexto político del momento en que se presenta dicho 

proyecto de reglamentación, en especial frente al desarrollo de la política de paz del actual Gobierno, y luego se 

aboca al análisis jurídico frente a las medidas que facilitan el desarrollo de las funciones de los actuales voceros de 

las EAOCAI.   



 

 

Por último, el presente texto presenta una proposición de modificación al proyecto normativo bajo el entendido 

que una hermenéutica amplia del régimen jurídica de la búsqueda de la paz permite hacer extensible la suspensión 

de la pena que originalmente se contempla para miembros y ex miembros de GAOML.   

La norma a modificar y los cambios que introducirían.  

El presente cuadro comparativo contempla las normas que el presente proyecto busca modificar. Teniendo como 

referente la disposición normativa original en el primero de los cuadros y la disposición por la cual se plantea 

reemplazar.  

Disposición modificada.  Proyecto normativo  

Título 6  
Medidas para facilitar el diálogo y la suscripción de 

acuerdos con grupos armados organizados al 
margen de la ley para su desmovilización,  
reconciliación entre los colombianos y la 

convivencia pacífica  
  
Artículo 2.1.6.1. Suspensión de órdenes de captura 
como medida provisional para facilitar los 
diálogos. De acuerdo con la Ley 1421 de 2010, una 
vez iniciado un proceso de diálogo, negociación o 
firma de acuerdos, y con el fin de facilitar el 
desarrollo de los mismos, la autoridad 
correspondiente suspenderá las órdenes de 
captura que se hayan dictado o se dicten en contra 
de los miembros representantes de las 
organizaciones armadas al margen de la ley con los 
cuales se adelanten diálogos, negociaciones o 
acuerdos de paz.   
    
(Decreto 1980 de 2012, artículo 1°)    

  
Artículo 2.1.6.2. Notificación del inicio, 
terminación o suspensión de los diálogos. El 
Gobierno nacional notificará a las autoridades 
judiciales correspondientes el inicio, terminación o 
suspensión de diálogos, suspensión o firma de 
acuerdos y certificará la participación de las 
personas que actúan como voceros o miembros 
representantes de dichos grupos armados 
organizados al margen de la ley.   
    

Artículo 1. Modifíquese la denominación del Título 
6 de la Parte 1 del Libro 2 del Decreto 1081 de 2015 
Único Reglamentario del Sector Presidencia de la 
República, el cual quedará así:   
  

“TÍTULO 6  

DE LA POLÍTICA DE PAZ”  

  
Artículo 2. Adiciónese el Capítulo 1 al Título 6 de la  
Parte 1 del Libro 2 del Decreto 1081 de 2015 Único 
Reglamentario del Sector Presidencia de la  
República, el cual quedará así:   

  

“CAPÍTULO 1  
DE LAS NEGOCIACIONES Y DIÁLOGOS, Y  
ACERCAMIENTOS Y CONVERSACIONES,  

EN EL MARCO DE LA POLÍTICA DE PAZ  

  
Sección 1   
Objeto y disposiciones generales   

  
ARTÍCULO 2.1.6.1.1.1. Objeto. El presente capítulo 
tiene por objeto establecer un marco operativo 
para las negociaciones y diálogos, y los 
acercamientos y conversaciones, en el marco de la 
política de paz que incluye acciones orientadas a la 
búsqueda de la paz y a la convivencia pacífica.   
  
ARTÍCULO 2.1.6.1.1.2. Definiciones. En el marco de 
este capítulo se adoptarán las siguientes 
definiciones:  
  

 



 

 

También se suspenderán las órdenes de captura 
que se emitan con posterioridad al inicio de los 
diálogos, mientras duren los mismos.   
    
(Decreto 1980 de 2012, artículo 2°)    

  
Artículo 2.1.6.3. Facultades del Fiscal General de 
la Nación. El Fiscal General de la Nación, actuando 
como autoridad competente, suspenderá de plano 
las órdenes de captura que se hayan dictado o que 
se dicten en contra de los miembros 
representantes de las organizaciones armadas al 
margen de la ley con los cuales se adelanten 
diálogos, negociaciones o acuerdos de paz, por el 
estricto término solicitado por el Gobierno 
nacional.   
    
(Decreto 1980 de 2012, artículo 3°)    

  
Artículo 2.1.6.4. Comunicaciones y registros. El 
Fiscal General de la Nación o el Fiscal Delegado que 
asigne para el efecto, notificará a las autoridades 
de policía judicial correspondientes sobre la 
suspensión de las órdenes de captura de que trata 
el artículo 2.1.6.1 del presente decreto y verificará 
que las órdenes de suspensión reposen en los 
registros correspondientes.   
    
(Decreto 1980 de 2012, artículo 4°)    

  

  
Artículo 2.1.6.5. Miembros representantes. La 
resolución que reconoce la calidad de miembros 
representantes será documento suficiente para 
efectos de la salida del país.   
    
(Decreto 1980 de 2012, artículo 5°)    

  

Grupos armados organizados al margen de la ley 
(GAOML): Organizaciones armadas rebeldes que, 
bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan 
sobre una parte del territorio un control tal que le 
permita realizar operaciones militares sostenidas y 
concertadas, y con la cuales se adelante un diálogo 
de un carácter político.   

 Grupos  armados  organizados  (GAO):  Son  
organizaciones que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio 
un control tal que le permita realizar operaciones 
militares sostenidas y concertadas, a las que se 
refiere y aplica el artículo 2 de la Ley 1908 de 2018.   

Estructuras Armadas Organizadas de Crimen de 
Alto Impacto (EAOCAI): Organizaciones criminales 
conformadas por un número plural de personas, 
organizadas en una estructura jerárquica y/o en 
red, que se dedican a la ejecución permanente o 
continua de conductas punibles, entre las que 
podrán encontrarse las tipificadas en la Convención 
de Palermo, que se enmarquen en patrones 
criminales que incluyan el sometimiento violento 
de la población civil de los territorios rurales y 
urbanos en los que operen, y cumplan funciones en 
una o más economías ilícitas.   

Procesos: La política de paz cuenta con dos tipos de 
procesos: a) Negociaciones en los que se adelantan 
diálogos de carácter político con GAOML para 
firmar acuerdos de paz y, b) Acercamientos y 
conversaciones con EAOCAI o GAO para lograr su 
sometimiento a la justicia y desmantelamiento.   

Mesa de Diálogos para la Paz: Instancia de 
negociación y diálogo entre representantes 
autorizados por el Presidente de la República y 
miembros representantes o voceros de GAOML.   

Delegación de paz: Conjunto de personas 
delegadas por el Presidente de la República para el 
desarrollo del proceso de negociación y diálogo de 
carácter político con GAOML. Acuerdo de paz: Es 
una decisión trascendental nacional en el marco de 
diálogos de carácter político con grupos armados 
organizados al margen de la ley y su suscripción por 
el Presidente de la República está regida por los 
principios de buena fe y pacta sunt servanda que 
obligan al gobierno a disponer de todas las 
facultades constitucionales y legales para 
cumplirlo.  



 

 

 

  



 

 

 
Acuerdo parcial: Acuerdo dirigido a contribuir a la 
garantía del derecho fundamental a la paz y que no 
requiere que las partes hayan alcanzado acuerdos 
sobre la totalidad de los componentes de una 
agenda de los diálogos, suscrito en los términos de 
la Ley 418 de 1997. Los acuerdos parciales buscan 
contribuir a la construcción de confianza y a la 
implementación temprana de la agenda de 
diálogos, con efectos sobre el des escalamiento del 
conflicto armado y reducción de la violencia, el 
respeto del derecho internacional humanitario y los 
derechos humanos, el desarrollo de 
transformaciones para la paz y la construcción 
acumulativa de elementos para un futuro acuerdo 
final de paz.   

Acuerdo de mesa: Acuerdo entre representantes 
del Gobierno nacional y miembros representantes 
de GAOML en el marco de una Mesa de Diálogos 
para la Paz, dirigido a garantizar el desarrollo del 
proceso de paz.  

 Espacio Socio jurídico: Instancia de acercamiento y 
conversación entre representantes autorizados por 
el Presidente de la República y miembros 
representantes o voceros de GAO o EAOCAI. 

  Compromiso de paz: Actividades que se 
desarrollan en el marco de los acercamientos y 
conversaciones con los GAO y EAOCAI, para el logro 
de su Sometimiento a la justicia y 
desmantelamiento. 

 Miembros representantes: Persona designada por 
el GAOML, GAO y EAOCAI como representante suyo 
para participar en diálogos y negociaciones, o 
acercamientos y conversaciones, según 
corresponda, con el Gobierno nacional o sus 
representantes, reconocida por el presidente de la 
República mediante acto administrativo. 

  Facilitadores: Personas autorizadas por el 
presidente de la República o el Consejero 
Comisionado de Paz para verificar la voluntad real 
de paz y de tránsito a la paz de los GAOML, así 
como la voluntad real de paz para el sometimiento 
a la justicia y desmantelamiento de los GAO y 
EAOCAI. 

 

 



 

 

 

Gestores y promotores de paz: Miembros o 
exmiembros de GAOML y GAO que con 
autorización del Presidente de la República 
contribuyen con su conocimiento y experiencia al 
desarrollo de actividades de construcción de paz y 
garantías de no repetición, estructuración de 
procesos de negociación o diálogo, y acercamientos 
o conversaciones, según corresponda, y labores en  



 

 

 materia de memoria histórica, cultura de paz y 
pedagogía.  

 Voceros: Persona de la sociedad civil que, sin 
pertenecer al GAOML, GAO o EAOCAI, pero con el 
consentimiento expreso de este, participa en su 
nombre en los diálogos y negociaciones, o 
acercamientos y conversaciones, según 
corresponda, con el Gobierno nacional o sus 
delegados.  

 Sometimiento a la justicia y desmantelamiento. 
Finalidad legítima de los acercamientos y 
conversaciones con sujeción a los términos que 
establece el Código Penal y la Ley 1908 de 2018 
aplicable exclusivamente a GAO o EAOCAI. 

  ARTÍCULO 2.1.6.1.1.3. Figuras de colaboración 
para la paz. Las designaciones de gestores o 
promotores de paz de los GAOML y GAO, 
incluyendo exintegrantes de estos, se harán por 
periodos de tiempo determinados en meses, los 
cuales podrán ser prorrogados durante el tiempo 
requerido para el desarrollo de sus labores. En cada 
caso, el gestor o promotor de paz deberá suscribir 
un acta de compromiso que incluirá el 
cumplimiento de sus obligaciones ante las 
autoridades administrativas y judiciales, en caso de 
estar vinculados a tales procesos, y un plan de 
gestión confidencial, en concordancia con lo 
establecido en la Mesa de Diálogos para la Paz o 
Espacio Socio jurídico, según se trate, en el que se 
precisarán las condiciones de tiempo, modo y lugar 
de las labores de paz, el cual será verificado por la 
Oficina del Consejero Comisionado de Paz. El 
desarrollo del plan de gestión quedará constancia 
en informes mensuales que deben entregarse a la 
Oficina del Consejero Comisionado de Paz.  

Los gestores y promotores de paz contribuirán con 
su conocimiento y experiencia al desarrollo de 
actividades de construcción de paz y garantías de 
no repetición, estructuración de procesos de 
negociaciones y diálogos, o acercamientos y 
conversaciones, según corresponda, así como 
labores en materia de memoria histórica, cultura 
de paz y pedagogía. El tiempo y las gestiones 
adelantadas por los gestores y promotores de paz 
estarán bajo supervisión y serán certificadas por el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – 
INPEC. 



 

 

 

   

Parágrafo 1. El procedimiento de que trata el 

artículo 2.1.6.3. del presente decreto será aplicable 

a gestores o promotores de paz, previa solicitud del 

Presidente de la República a través del Consejero 

Comisionado de Paz.   



 

 

 
Parágrafo 2. En caso de incumplimiento o ante la 
realización de labores no establecidas en el plan de 
gestión, la Oficina del Consejero Comisionado de 
Paz adelantará las gestiones para la suspensión o 
retiro de la designación por parte del Presidente de 
la República.  

Sección 2  

Acciones previas  

ARTÍCULO 2.1.6.1.2.1. Acciones previas. El 
Consejero Comisionado de Paz, al verificar la 
voluntad real de paz y de tránsito a la paz de los 
GAOML, GAO y EAOCAI, podrá reconocer y valorar 
el desarrollo y ejecución de acciones previas, tales 
como las expresiones públicas de paz, acciones 
humanitarias, contribuciones al desminado 
humanitario, el diseño de acciones restaurativas, 
los ceses al fuego, las acciones de des escalamiento 
de la violencia, la contribución a la búsqueda de 
personas dadas por desaparecidas, la liberación de 
personas secuestradas, la entrega de niñas, niños y 
adolescentes reclutados/as.   

Los actos que demuestran voluntad para el 
desarrollo de procesos se deben caracterizar por 
buscar el des escalamiento de las actividades y 
conductas delictivas que afectan a la población 
civil.   

ARTÍCULO 2.1.6.1.2.2. Comunicación del inicio, 
terminación o suspensión de los procesos. La 
Oficina del Consejero Comisionado de Paz 
comunicará a las autoridades judiciales 
competentes el inicio, terminación o suspensión de 
negociaciones y diálogos, o acercamientos y 
conversaciones, según corresponda, previa decisión 
del Presidente de la República, y certificará la 
participación de las personas que actúan como 
miembros representantes o voceros de GAOML, 
GAO y EAOCAI, así como el término y el territorio 
en el que opera dicho reconocimiento.  

El procedimiento de que trata el artículo 2.1.6.3. 
del presente decreto será aplicable a miembros 
representantes y voceros de GAOML, GAO y  
EAOCAI en procesos, previa solicitud del Presidente 
de la República a través del Consejero Comisionado 
de Paz. 
 

   



 

 

  

Parágrafo 1. La Oficina del Consejero Comisionado 
de Paz comunicará el reconocimiento como 
miembro representante o vocero de GAOML, 
EAOCAI y GAO a la Policía Nacional, a la Fiscalía 
General de la Nación, al Consejo Superior de la 
Judicatura y demás autoridades que considere 
pertinentes, para garantizar la ejecución del acto 
administrativo, incluyendo lo relativo a la 
suspensión de órdenes de captura que se llegaren a 
emitir con posterioridad al reconocimiento.   

 
 



 

 

 La solicitud de suspensión de órdenes de captura 
no operará en casos de flagrancia ante graves 
violaciones de los derechos humanos e infracciones 
al derecho internacional humanitario.  

Parágrafo 2. Una vez se constituya una zona de 
ubicación temporal por acuerdo o compromiso 
entre las partes en proceso, de conformidad con lo 
señalado en el parágrafo 3 del artículo 8 de la Ley 
418 de 1997, la Oficina del Consejero Comisionado 
de Paz comunicará tal decisión al Consejo Superior 
de la Judicatura, al Ministerio de Defensa Nacional 
y a la Fiscalía General de la Nación, para efectos de 
la suspensión de órdenes de captura. La 
comunicación deberá incluir la ubicación geográfica 
de la zona, los GAOML, EAOCAI y GAO que harán 
presencia en la misma, y los listados de personas 
que la ocuparán, conforme con la información 
brindada por los miembros representantes.   

Parágrafo 3. El Presidente de la República podrá 
solicitar concepto de calificación al Consejo de 
Seguridad Nacional respecto de grupos armados 
organizados al margen de la ley y grupos armados 
organizados, y a la Instancia de Alto Nivel respecto 
de las Estructuras Armadas Organizadas de Crimen 
de Alto Impacto, de conformidad con lo establecido 
en la ley, al inicio del proceso de diálogo y 
negociación, o acercamiento y conversación, según 
corresponda. Los contenidos del presente capítulo 
no alteran el marco jurídico aplicable a las 
operaciones de la Fuerza Pública.  

Parágrafo 4. La designación de voceros de EAOCAI, 
cuando con ello se solicite la suspensión de 
órdenes de captura ante autoridades judiciales, 
deberá atender a muestras objetivas de su 
compromiso de desmantelamiento y de transitar 
hacia el Estado de Derecho, y justificarse con 
atención de los fines del sometimiento y su 
necesidad dentro del ámbito temporal y territorial 
correspondiente.   

ARTÍCULO 2.1.6.1.2.3. Condiciones de 
participación. La Oficina del Consejero  
Comisionado de Paz facilitará y articulará con las 

entidades competentes las medidas necesarias, 

incluyendo aquellas tendientes a garantizar la 

seguridad y la integridad de todos los que 

participen  



 

 

 en los procesos de negociación y diálogo, o 
acercamientos y conversaciones. En relación con 
personas privadas de la libertad, el Consejero 
Comisionado de Paz articulará con las autoridades 
judiciales y penitenciarias para que se establezcan 
las medidas requeridas de participación en los 
establecimientos de reclusión, ordinarias o 
especiales.   

ARTÍCULO 2.1.6.1.2.4. Financiación de las acciones 
orientadas a la paz. La Oficina del Consejero 
Comisionado de Paz coordinará y articulará con las 
entidades correspondientes, bajo los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad, las 
apropiaciones presupuestales necesarias para la 
financiación de las acciones originadas en los 
procesos de paz de conformidad con lo establecido 
en este capítulo.   

En el marco de su autonomía administrativa y 
presupuestal, las autoridades territoriales 
dispondrán de los recursos necesarios para la 
financiación de las acciones que se desarrollen en 
su jurisdicción.   

La Oficina del Consejero Comisionado de Paz 

contará para la financiación de las acciones 

definidas en los procesos de paz con la 

administración, financiación y ejecución de 

recursos por parte del Fondo de Programas 

Especiales para la Paz de que trata el artículo 

1.1.2.1. de este decreto”.  

Artículo 2. Vigencia. El presente Decreto rige a 

partir de la fecha de su publicación y modifica el 

Título 6 de la Parte 1 del Libro 2 del Decreto 1081 

de 2015 Único Reglamentario del Sector 

Presidencia de la República.  
  

Comentarios sobre ámbito político del proyecto normativo.  

La norma bajo estudio es un proyecto de Decreto Reglamentario que busca el desarrollo de los nuevos marcos de 

negociación, acercamiento y diálogo con los actores del conflicto y de la violencia urbana y rural que integra la Ley 

2272 al marco jurídico que desde la década final del pasado siglo estipula las competencias y procedimientos que 

debe seguir el Gobierno Nacional en la consecución de la paz.   

Lo primero a mencionar es tratar de razonar del porqué este proyecto apenas se empieza a discutir en entornos 

cerrados puesto que la norma que reglamenta es una Ley de finales del año de 2022. Y este cuestionamiento es 

solo un punto de partida para brindar dos hipótesis como comentario introductorio al análisis jurídico de dicha 

reglamentación.  



 

 

En primero lugar este proyecto se conoce en un escenario, sino catastrófico sí delicado, en lo  

que atañe al desarrollo de la política de “Paz Total”. Esta política, aunque bastante mencionada en la agenda 

mediática de la Administración Petro, y en los documentos de planificación del inicio de su mandato, al día de hoy 

goza de una de las inconsistencias más grandes, tanto en su definición como en los marcos jurídicos y técnicos para 

su desarrollo.  

Producto de esta indefinición, es bastante difícil realizar un monitoreo y valoración de las labores de paz llevadas 

hasta el día de hoy por parte del Gobierno Nacional1, más allá de la percepción de que esta política gubernamental 

está en crisis a partir de los recientes eventos2 que muestran una ruptura drástica en los esfuerzos de negociación 

de paz entre el Gobierno Nacional y el Ejército de Liberación Nacional.    

Al mismo tiempo y de manera paradójica, una inusual niebla, se cierne sobre los novedosos espacios de 

acercamiento y diálogo que se adelantan con las Estructuras Criminales de importantes centros urbanos (Medellín, 

Quibdó y Buenaventura) por mencionar los que formalmente se encuentran constituidos. Y nos atrevemos a 

mencionar la existencia de una paradoja, porque dichos espacios, aunque ignorados por la opinión pública y hasta 

el mismo Gobierno, son los espacios donde más muestras de paz y voluntades por concurrir a una salida negociada 

a la existencia del fenómeno de la criminalidad urbana organizada. A la ya sabida existencia de estos espacios se le 

debe el inicio formal de las negociaciones con el Ejercito Gaitanista de Colombia, un hecho inédito, sabiendo los 

requerimientos por parte de esta estructura de reconocimiento político y la rotunda negativa a esto por parte de la 

Administración Nacional.  

Es toda una paradoja, que mientras la negociación con los grupos armados insurgentes se desarrolla con enormes 

gastos, tanto en capital político como en recursos fiscales, el desarrollo de los espacios de diálogo socio jurídico son 

ignorados, tanto por la Oficina del Consejero Comisionado de Paz, como por buena parte de la Administración 

Nacional. Convirtiendo a lo que en su momento fue uno de los procesos para concebir una salida negociada al 

amplio abanico de violencias que se desarrollan en la ruralidad y las urbes de nuestro país denominada “Paz Total” 

en lo que se muestra en ciernes un fracaso total.  

Es precisamente en dicho escenario, marcado por dos eventos: la crisis en la negociación de paz entre ELN y el 

Gobierno Nacional y el inicio de una mesa de Diálogo Socio Jurídico entre este último y el EGC, que el proyecto es 

comunicado al resto de los actores de las negociaciones, no se sabe si con un mensaje implícito o como otra forma 

más de la torpeza política que caracteriza a los representantes gubernamentales.  

Sobre esta última afirmación, se sostendrá jurídicamente por qué frente a ciertas expectativas concretas, este 

proyecto normativo se muestra insuficiente e inadecuado frente a la principal condición que al día de hoy los 

voceros de las Estructuras contemplan frente a la muestra de confianza y viabilidad de los Diálogos Socio Jurídicos 

en desarrollo en el Centro Carcelario La Paz.  

Definición del problema jurídico bajo el cual se analiza el presente proyecto normativo.  

Normalmente los análisis jurídicos sobre el desarrollo de la función reglamentaria por parte del Ejecutivo presentan 

una estructura que parte del análisis competencial y de legalidad. En este caso dejaremos el pretendido análisis 

integral de la disposición y nos concentraremos en resolver el siguiente interrogante: ¿El proyecto normativo 

 
1 Esta aseveración pareciese un lugar común, pues buena parte de los acercamientos entre actores 

de un conflicto generalmente se desarrollan de manera secreta hasta llegar a un punto en que los 

términos y la confianza creada entre las partes permite llevar a su comunicación pública.  
2  Al respecto, la decisión por parte del máximo órgano de dirección del ELN, así como el 

desarrollo de una acción ofensiva en el departamento de Arauca, donde dos uniformados 

perdieron la vida al mismo tiempo que más de dos decenas sufrieron heridas lleva a un punto de 

difícil por no decir imposible retorno a los confines de una mesa de negociación.  



 

 

conlleva la posibilidad de para los voceros de las Estructuras Organizadas de Crimen de Alto Impacto actualmente 

recluidos en Centros Carcelarios ser beneficiarios de una suspensión de la pena o de medida de seguridad en el 

marco de los Diálogos con el Gobierno Nacional?  

  

La suspensión de pena o medidas de seguridad y su diferencia con la suspensión de órdenes de captura en la Ley 

2272 de 2022.  

La ley 2272 de 2022, también conocida como la Ley de Paz Total, es una normativa que modifica el hito legal en 

materia del desarrollo de negociaciones con grupos organizados al margen de la ley: La ley 418 de 1998 conocida 

como Ley de Orden Público.  

Dentro de los principales elementos que integra al ordenamiento jurídico la normativa del año 2022 es la de un 

régimen dual en materia de actores armados. El primero, correspondiente a los denominados delincuentes 

políticos y el segundo régimen que estaría integrado por dos tipos de actores no políticos: los ya conocidos Grupos 

Armados Organizados (GAO) y las Estructuras Armadas Organizadas de Crimen de Alto Impacto.  

Este régimen dual de actores, también significa dos tipos de procesos a desarrollar, con fines distintos y con 

medidas diferenciadas para la facilitación del logro de los objetivos finales de cada tipo de proceso. El primero de 

estos, desarrollado con actores políticos y bajo el cual el objetivo a lograr es la de signar un acuerdo de paz con 

miras a la dejación de armas de los insurgentes y su integración a la vida civil. El segundo de los procesos, a 

desarrollar con actores no políticos, busca llegar a un proceso de sometimiento a la justicia y un tránsito a la 

legalidad de todos los miembros de los distintos tipos de actores (GAO y EAOCAI).   

Con dos tipos de procesos, es claro que, hasta el momento, se ha desarrollado una interpretación, más allá de los 

dispuesto en la norma referida (artículo 5 de la Ley 2272 de 2022), según el cual los miembros representantes de 

los Grupos Armados Organizado al Margen de la Ley (GAOML) pueden ser objeto de suspensión de órdenes de 

captura como medida que permita la participación en las negociaciones de paz de los miembros que se encuentren 

en libertad y de suspensión provisional de la pena o medida de aseguramiento para aquellos miembros que se 

encuentran en Centros Carcelarios purgando una condena3. Esta interpretación supone la integración de distintas 

normas que fijan las competencias y mecanismos a mano del Ejecutivo para el desarrollo de procesos de 

negociación con actores armados.  

La anterior interpretación supera los márgenes de lo dispuesto en la Ley 2272 de 2022 que en su artículo 5 solo 

refiere expresamente “la suspensión de órdenes de captura”. En tal sentido se podría imponer una lectura estrecha 

de las competencias del Ejecutivo para la facilitación de procesos de negociación o diálogos con actores armados.   

Al respecto es dable considerar que la tesis que propugna por integrar al ordenamiento las competencias que 

desarrollan el artículo 189 de la Carta en materia de mantenimiento del orden público, y que como ya dijera 

recientemente la Corte Constitucional, no impone como único camino el desarrollo de la política de seguridad y 

convivencia ciudadana como exclusivo medio de control del orden público interno, sino que toda política de 

seguridad conlleva un esfuerzo por lograr por vías negociadas la solución del conflicto armado interno y los desafíos 

 
3 Al respecto, es pertinente traer a colación el sentido del artículo 61 de la Ley 975 de 2005 

reglamentado por el Decreto 1175 de 2016 que refiere expresamente como medida de facilitación 

para la obtención y el desarrollo de acuerdos humanitarios con GAOML la suspensión de penas 

y órdenes de captura.  



 

 

en materia de seguridad que perviven en la sociedad colombiana4. Ha llevado a un margen de interpretación 

sistemático de las distintas disposiciones que regulan las competencias del Ejecutivo al momento de adelantar 

dichas vías de negociación a un espectro más amplio que la de la Ley 418 de 1997 y sus normas modificadoras, 

incluida la Ley 2272 de 2022, contando a la Ley 975 de 2005 entre las normas que fijan las competencias del 

Presidente en materia de negociaciones de paz.  

En desarrollo de dicha línea interpretativa se debe integrar el artículo 61 de la Ley 975 de 2005 y su decreto 

reglamentario 1175 de 2016 en lo atinente a la definición de las competencias del Ejecutivo en distintos momentos 

de los procesos. Garantizando, de dicha manera, la posibilidad de aplicar la suspensión de penas y órdenes de 

captura en principio a los miembros (gestores refiere la Ley) de los GAOML.  

En conclusión, el actual régimen para los miembros representantes o voceros de las EAOCAI que se encuentren en 

desarrollo de Diálogos Socio Jurídicos con fines de sometimiento y de tránsito hacia el Estado de Derecho que se 

encuentran purgando penas en Centros Carcelarios no son susceptibles de ser objeto de medidas como la 

suspensión provisional de la pena de acuerdo a cualquiera de los dos sentidos interpretativos (el restrictivo y el 

más amplio) precisamente porque el régimen normativo aplica esta última de las medidas solo para miembros de 

GAOML.  

El análisis del proyecto normativo de decreto reglamentario a la luz del problema jurídico enunciado.  

Sin mayores dificultades el texto del proyecto de reglamentación no integra a los miembros representantes o 

voceros de las EAOCAI como beneficiarios de suspensión de pena. A lo sumo desarrolla, lo ya advertido en el 

artículo 5 de la Ley 2272 de 2022 sobre suspensión de órdenes de captura para tales actores. En este sentido no 

plantea ninguna sorpresa con lo estipulado ya desde el año 2023 y según la cual se aplica un sentido bastante 

restrictivo en torno a las competencias del Ejecutivo en materia de procesos de negociación o diálogo.  

Incluso el sentido de las definiciones significaría, en términos técnicos una restricción del sentido que ya el artículo 

5 de la Ley dispuso en relación con la solicitud por parte del Ejecutivo para miembros representantes o voceros de 

las EAOCAI de suspensión de órdenes de captura5.  

En conclusión, el proyecto normativo contempla una mirada restrictiva de las facultades del  

Ejecutivo para solicitar medidas de suspensión de órdenes de captura y suspensión de la pena.  

Haciendo incluso más restrictivo, excluyendo a miembros representantes y voceros de las EAOCAI de aquellos 

posibles beneficiarios de dichas solicitudes de acuerdo al rol dentro de los procesos de acercamiento y diálogo.  

 
4 Al respecto, la reciente Sentencia C 525 de 2023 M.P. Natalia Ángel Cabo Y Antonio José 

Lizarazo Ocampo que responde al reproche de constitucionalidad por forma y fondo presentado 

contra la Ley 2272 de 2022.   
5 Esto se interpreta a partir de la definición dada a la calidad de gestores o promotores de paz que 

se aplicará para miembros o exmiembros de GAOMLs O GAOs que tengan dicho reconocimiento 

por parte del Presidente de la República (Artículo 2.1.6.1.1.2. del proyecto normativo) y la 

aplicación de las denominadas “Figuras de colaboración para la paz” que explícitamente limitan 

su aplicabilidad para miembros de GAOML y GAO, además de la remisión que se hace al artículo 

2.1.6.3. del D.U.R. 1081 de 2015 que refiere a las potestades del Fiscal General de la Nación para 

suspender las órdenes de captura de voceros o promotores de paz, figuras solo aplicables para 

miembros o exmiembros de GAOMLs o GAOs (Parágrafo 1 Artículo 2.1.6.1.1.2. del proyecto 

normativo.  
  



 

 

Esta restricción puede ser valorada de múltiples maneras en el sentido político del actual momento de la Paz Total, 

pero en términos jurídicos es un proyecto enormemente cauto en el ejercicio de las potestades del Presidente en la 

conducción de la política de paz que no conlleva ningún riesgo para el Ejecutivo en sede de control de legalidad.  

Frente a dicho tímido ejercicio normativo se presente una propuesta que parte de una hermenéutica de la paz 

mucho más avezada, y obviamente objeto de mayores riesgos de reparos, pero en definitiva más proclive a lograr 

mínimas condiciones para darle a los procesos de acercamiento y diálogos una mayor posibilidad de salir avante.  

Al respecto se propone, tal como hace la motivación del proyecto normativo, pero sin desarrollos regulatorios, 

asumir una sistemática de los mecanismos jurídicos de la paz que incluyen en adición a la Ley 2272 de 2022 la Ley 

975 de 2005, más específicamente su art. 61 y su decreto reglamentario 1175 de 2016 integrando dicha 

normatividad al marco de la reciente norma del año 2022 que amplía las tipologías de las negociaciones al sistema 

dual ya referido. Por medio de esta integración, se lograría aplicar un régimen de suspensión de pena y órdenes de 

captura con el fin de materializar el proceso de negociación, acercamiento y diálogo con GAOML, GAO y EAOCAI.  

Al respecto y en concreto, se presenta la siguiente enmienda y adición al aparte resolutivo del proyecto normativo.  

1. Se adicionará al artículo 2.1.6.1.1.2. que versa sobre definiciones la noción de   

Acuerdo Humanitario: Se entiende por Acuerdo Humanitario todo compromiso logrado por las partes en el 

proceso de negociación política o acercamiento y diálogo con fines de sometimiento con el fin de establecer 

claros límites a las consecuencias de los enfrentamientos entre las partes del conflicto armado interno y de las 

consecuencias generadas por conductas penales que atentan contra los sujetos de especial protección como 

niñas, niños y adolescentes en el desarrollo de actividades criminales. Estos Acuerdos Humanitarios tendrán 

como parte al Gobierno colombiano GAOML, GAO y EAOCAI.  

2. La noción de Gestores y promotores de paz del que habla el artículo 2.1.6.1.1.2. quedará así  

  

Gestores y promotores de paz: Miembros o exmiembros de GAOML, GAO y EAOCAI que con autorización del 

Presidente de la República contribuyen con su conocimiento y experiencia al desarrollo de actividades de 

construcción de paz y garantías de no repetición, estructuración de procesos de negociación o diálogo, y 

acercamientos o conversaciones, según corresponda, y labores en materia de memoria histórica, cultura de paz 

y pedagogía.  

  

3. El ARTÍCULO 2.1.6.1.1.3. “Figuras de colaboración para la paz” se modificará con el fin de integrar a las 

EOACAI como objeto de las medidas de suspensión de órdenes de captura. Adicionalmente integrará los 

artículos correspondientes al desarrollo reglamentario del artículo 61 de la Ley 975 de 2005 armonizándola 

con el sentido de lo dispuesto en la Ley 2272 de 2022.   

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.3. Figuras de colaboración para la paz. Las designaciones de gestores o promotores de paz de 

los GAOML, GAO y EOACAI, incluyendo exintegrantes de estos, se harán por periodos de tiempo determinados en 

meses, los cuales podrán ser prorrogados durante el tiempo requerido para el desarrollo de sus labores. En cada 

caso, el gestor o promotor de paz deberá suscribir un acta de compromiso que incluirá el cumplimiento de sus 



 

 

obligaciones ante las autoridades administrativas y judiciales, en caso de estar vinculados a tales procesos, y un 

plan de gestión confidencial, en concordancia con lo establecido en la Mesa de Diálogos para la Paz o Espacio Socio 

jurídico, según se trate, en el que se precisarán las condiciones de tiempo, modo y lugar de las labores de paz, el 

cual será verificado por la Oficina del Consejero Comisionado de Paz. El desarrollo del plan de gestión quedará 

constancia en informes mensuales que deben entregarse a la Oficina del Consejero Comisionado de Paz.  

Los gestores y promotores de paz contribuirán con su conocimiento y experiencia al desarrollo de actividades de 

construcción de paz y garantías de no repetición, estructuración de procesos de negociaciones y diálogos, o 

acercamientos y conversaciones, según corresponda, así como labores en materia de memoria histórica, cultura de 

paz y pedagogía. El tiempo y las gestiones adelantadas por los gestores y promotores de paz estarán bajo 

supervisión y serán certificadas por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC.  

Parágrafo 1. El procedimiento de que trata el artículo 2.1.6.3. del presente decreto será aplicable a gestores o 

promotores de paz, previa solicitud del Presidente de la República a través del Consejero Comisionado de Paz.  

Parágrafo 2. En caso de incumplimiento o ante la realización de labores no establecidas en el plan de gestión, la 

Oficina del Consejero Comisionado de Paz adelantará las gestiones para la suspensión o retiro de la designación por 

parte del Presidente de la República.  

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.4. Figuras para contribuir con el establecimiento de acuerdos humanitarios en los procesos de 

negociaciones, acercamientos o diálogos en búsqueda de la paz y el tránsito hacia el Estado de Derecho. El 

Gobierno nacional, con el fin de propiciar acuerdos humanitarios podrá solicitar a las autoridades judiciales 

competentes la suspensión de la medida de aseguramiento, de la pena o solicitar la pena alternativa en contra de 

miembros o ex miembros de GAOML, GAO y EOACAI.   

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.5. La solicitud no conlleva la suspensión del proceso penal. La suspensión de la orden de captura 

o de la medida de aseguramiento se podrá mantener hasta tanto proceda la solicitud por parte del Gobierno 

Nacional de la suspensión condicional de la pena.   

  

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.6. Durante el tiempo que se encuentre suspendida la orden de captura o la medida de 

aseguramiento, la persona sujeta a estas medidas, pero beneficiaria de la suspensión temporal dispuesta en este 

decreto, estará a disposición de las autoridades judiciales para la celebración de las diligencias que en el desarrollo 

del proceso penal se requieran.   

  

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.7. Los beneficiarios de las anteriores medidas deberán comprometerse con el Gobierno nacional 

a actuar como gestores de paz y asistir a las diligencias judiciales cada vez que sean requeridos y firmarán un Acta 

ante la Oficina del Consejero Comisionado de Paz en tal sentido. Sobre tales actividades rendirán un informe 

mensual dirigido a la Oficina del Consejero Comisionado de Paz.   



 

 

    

El incumplimiento de los compromisos adquiridos dará lugar a la revocatoria de la designación como gestor o 

promotor de paz y a la consecuente reactivación de las medidas penales ordinarias.   

  

ARTÍCULO 2.1.6.1.1.8. El Gobierno Nacional podrá otorgar a miembros o ex miembros de GAOML, GAO y EOACAI 

que considere que pueden contribuir con su conocimiento y experiencia a la estructuración de procesos de paz o de 

estrategias para acercamientos con grupos organizados al margen de la ley, las medidas y condiciones necesarias 

para facilitar su tarea.   

    

Las anteriores medidas podrán concederse durante el tiempo en que el destinatario de dicha medida se encuentre 

cumpliendo medida de aseguramiento o condena, tiempo en el cual la persona merecedora de esta medida, estará 

bajo la supervisión permanente del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC).   

  

La posibilidad de evitar que la “Paz Total” se convierta en un fracaso total.  

  

Las anteriores propuestas de adición y corrección del texto original del proyecto normativo, más que una propuesta 

jurídica sostenida en una interpretación amplia de las competencias del Ejecutivo Nacional en la conducción de las 

negociaciones, acercamientos y diálogos con los diversos tipos de actores armados, lo que a bien se ha denominada 

una hermenéutica jurídica en clave de paz total, es una propuesta política para reencauzar la política de paz en 

torno al trato irresponsable que se les ha dado a las Estructuras Criminales de Medellín y del Valle de Aburrá.  

  

Y sobre esta afirmación bien se ha conceptuado en el apartado de análisis político del momento que atraviesa la 

política de paz. Pero lo que, si es necesario recalcar, desde el punto de vista de los mensajes implícitos que toda 

decisión jurídica regulatoria lleva en sí, es que el Ejecutivo Nacional, en particular la figura del Presidente de la 

República, se está jugando en la expedición de esta norma reglamentaria el futuro del proceso de paz. Pues tiene 

una última oportunidad por darle un poco del oxígeno necesario a este proceso, al adoptar las recomendaciones 

que se formulan, o condenar a un triste final el proceso de acercamiento y diálogo que se ha desarrollado en la 

primera mitad de su mandato. Así pues, es necesario que el Gobierno decida, o se compromete con la Paz Total o 

asume el fracaso total producto de la falta de cálculo de sus funcionarios. 

 

 

Voceros de las estructuras armadas de Medellín y el valle de Aburrá en el espacio de Dialogo y 

construcción de Paz, CPAMS la Paz de Itagüí 

 


